
Primero fue la identificación de
viajes al extranjero de más de 25
mil funcionarios públicos que es-
taban haciendo uso de licencias
médicas. Luego, los problemas de
una asesoría “con fines electora-
les” en la Gobernación Metropo-
litana, que encabeza Claudio
Orrego, y, solo unos días des-
pués, las irregularidades detecta-
das en la disuelta Asociación de
Municipalidades de la Zona
Oriente. Ayer fue el turno de las
municipalidades del país (342) y
los incumplimientos en la actua-
lización anual de sus planes para
el combate contra la delincuencia
—siempre cambiante—, así co-
mo el mal funcionamiento de sus
consejos de seguridad pública en-
tre 2024 y 2025. En el 90% de los
casos, se detectaron irregularida-
des. 

Cada una de estas materias fue
analizada por la Contraloría Ge-
neral de la República, en sus últi-
mos “consolidados”, como se ha
denominado este tipo de infor-
mes, y esas fueron parte de sus
conclusiones. En algunos de estos
casos, los antecedentes fueron en-
viados al Ministerio Público,
pues se estimó que los hechos po-
dían ser constitutivos de delito;
en otros, como el más reciente, se
ordenó a los municipios instruir
sumarios. 

Felipe Harboe, exsubsecretario
del Interior, explica que estos
consejos que buscan “coordinar
en el territorio las diferentes polí-
ticas públicas de seguridad”, que
“si esto no se está haciendo o se
hace de manera incompleta o no
hay una evaluación, el problema
es extremadamente delicado,
porque se están poniendo recur-

sos sin un orden adecuado, lo que
atenta contra la eficiencia”. En ese
sentido, profundiza que “eso po-
dría explicar que en algunas co-
munas, a pesar de haberse au-
mentado los recursos en materia
de prevención del delito, los re-
sultados siguen siendo malos o
incluso han aumentado los deli-
tos”. 

n “Aumento significativo de
la percepción de inseguri-
dad” en el país, el contexto

El organismo fiscalizador con-
sideró relevante realizar esta au-

ditoría en el marco de la crítica
realidad del país en materia de se-
guridad. Recordó que, según ci-
fras publicadas en agosto del
2024 por parte de la Subsecreta-
ría de Prevención del Delito
(SPD) y el Instituto Nacional de
Estadísticas (INE), durante los úl-
timos años, “Chile ha experimen-
tado un aumento significativo en
la percepción de inseguridad pú-
blica”. 

Así, la entidad menciona en su
informe: “Un 87,6% de la pobla-
ción siente que la delincuencia ha
aumentado en los últimos 12 me-

ses, y el 34,8% de los hogares ur-
banos reportó haber sido víctima
de algún delito en el último año. 

n ¿Por qué deben importar
los planes y consejos comu-
nales a los vecinos?

Tanto los planes comunales
—en que se identifican los delitos
a priorizar, según cuáles sean los
que más afecten a la comuna—
como los consejos comunales de
seguridad pública de los munici-
pios (ver infografía) tienen un rol
clave en el combate contra la cri-
minalidad, explican los expertos

y la misma Contraloría. Así, se
exige que sus respaldos vayan a la
Subsecretaría de Prevención del
Delito, lo que no ocurriría en la
mayoría de los casos. 

Por ejemplo, una comuna pue-
de requerir medidas para enfren-
tar un aumento de los homicidios
en la vía pública; mientras que
otra, contra los atentados asocia-
dos a la violencia rural, y una ter-
cera, enfocar sus esfuerzos en
combatir los portonazos y ence-
rronas a mano armada. 

Y es en estas instancias en las
que debería participar el alcalde,
pero también el delegado presi-
dencial, fiscales y policías, entre
otras instituciones públicas, y
miembros de la sociedad civil. 

“La falta un plan de seguridad
comunal aumenta la probabili-
dad de acciones improvisadas y
descoordinadas para el combate
de la delincuencia. Así también
será mucho más difícil la preven-
ción de delitos, específicamente
relacionados con la realidad co-
munal, afectando la exposición
de la población a delitos u otro ti-
po de eventos”, sostiene el infor-
me del organismo fiscalizador.

Por otro lado, puntualiza la
Contraloría en su “consolidado”,
“no contar con un consejo o que
se sesione con periodicidad, debi-
lita la coordinación y la comuni-
cación entre las autoridades loca-
les, fuerzas policiales, entidades
públicas y comunidad, disminu-
yendo la eficacia de las acciones
que se pretendan tomar en mate-
ria de seguridad”.

Para la académica de la U. San
Sebastián (USS), Pía Greene, “los
planes y los consejos comunales
de seguridad son fundamentales
en la coproducción de la seguri-
dad en las comunas. La comuni-
dad tiene un rol fundamental en
la priorización de los programas
de acuerdo a su conocimiento del
entorno y en la evaluación de es-
tos de acuerdo a su percepción de
seguridad. Estas herramientas,
las únicas que tienen los munici-

pios en materia de seguridad, son
muy relevantes no solo en mate-
ria de coordinación, sino también
de prevención comunitaria, y de
participación ciudadana”.

n Las comunas “urgentes” o
con mayor “vulnerabilidad
sociodelictual”

Además de identificarse en el
informe que en el 90% de los mu-
nicipios del país existían incum-
plimientos en estas materias, de
ellos, 110 están en categoría de
“urgentes”, es decir, “tienen un
mayor riesgo de vulnerabilidad
sociodelictual”, apunta el órgano
contralor. 

Es el caso de Alto Biobío, Erci-
lla, General Lagos, Independen-
cia, La Florida, La Pintana, Lon-
quimay, Puerto Montt, Nueva
Imperial, Mulchén, Pucón, Pu-
rén, Talagante y Tirúa.

n Un problema de gestión y
no de recursos

Para Harboe, esto confirmaría
que la seguridad “no es un pro-
blema de recursos, es un proble-
ma de gestión, que no se ha mejo-
rado, y que incluso en los últimos
años ha empeorado”.

En el mismo sentido, Francisca
Werth, exdirectora ejecutiva del
Ministerio Público, recuerda que
“se está discutiendo una ley que
busca dar más atribuciones a los
municipios, entendiendo que
ellos tienen el problema de la de-
lincuencia en el día a día y que de-
ben manejar el tema directamen-
te con los vecinos”. Sin embargo,
y a pesar de que “este proyecto de
ley es muy reclamado y sentido
por los alcaldes”, con estos resul-
tados “es pertinente preguntarse
para qué quieren más atribucio-
nes. Hasta hoy, los municipios
solo tienen un rol en la preven-
ción de la delincuencia, y en ese
rol deberían ser un gran centro de
coordinación y articulación y ges-
tión. Cuesta imaginarse cómo
manejarían más atribuciones o
recursos”.

Nuevo informe de Contraloría identifica irregularidades y ordena a alcaldes instruir sumarios:

Advierten riesgo de “improvisación”
en combate contra delincuencia en
centenar de comunas más inseguras

EDUARDO CANDIA 

Se detectaron
incumplimientos
municipales en la
actualización
anual de estos
programas
—exigida por la
cambiante
criminalidad— y
en el modo en que
funcionan los
consejos creados
para definir
medidas. 

‘‘Es pertinente
preguntarse para qué
(los alcaldes) quieren
más atribuciones (…)
cuesta imaginarse cómo
manejarían más
atribuciones o recursos”.
................................................................

FRANCISCA WERTH
EXDIRECTORA EJECUTIVA MINISTERIO
PÚBLICO

‘‘El problema es
extremadamente
delicado, porque se están
poniendo recursos sin
un orden adecuado, lo
que atenta contra la
eficiencia”.
................................................................

FELIPE HARBOE
EXSUBSECRETARIO DEL INTERIOR

‘‘(En los consejos) la
comunidad tiene un rol
fundamental en la
priorización de los
programas de acuerdo a
su conocimiento del
entorno”.
................................................................

PÍA GREENE
ACADÉMICA USS

Poderes notariales, licencias de conducir nacio-
nales e internacionales, títulos universitarios y
credenciales de organismos públicos (Servicio Civil,
de fundaciones colaboradoras del Servicio Mejor
Niñez, del Ejército y del Círculo de Mayores de
Carabineros en retiro), todos falsificados, incautó
la PDI al allanar domicilios en Viña del Mar, Maipú
y Puente Alto. En ellos fueron detenidos tres suje-
tos, que quedaron en prisión preventiva bajo car-
gos de falsificar instrumento público y privado y
asociación criminal.

“Todo era para facilitar el crimen internacional,
salir del país e identificarse como una persona
distinta en el extranjero. Abastecían tanto el merca-
do ilegal chileno como internacional”, dijo el fiscal
José Uribe, jefe de la Unión de Análisis Criminal y
Focos del Ministerio Público de Valparaíso. 

TRES DETENIDOS: 

Banda vendía
documentos falsos al
crimen internacional 

También había documentos notariales falsos de
autorización para sacar del país a menores de edad. 
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En la primera jornada del retor-
no a clases en el colegio Nuevos
Horizontes, a 11 días de la balacera
que dejó heridos a tres alumnos de
ese establecimiento de San Pedro
de la Paz, en Biobío, ayer la asisten-
cia llegó al 26%; o sea, solo uno de
cada cuatro escolares se presentó.
De una matrícula de 720 alumnos,
llegaron 189. 

Esto, además, en línea con lo que
habían expresado previamente los
apoderados, respecto al “temor”
que existe en la comunidad por po-
sibles “represalias” tras la deten-
ción de uno de los involucrados en
los disparos. 

Rosa Aguilera, apoderada de 4°
básico, sostuvo que “lo único que
he visto es a un carabinero y a un
guardia privado. Del resto de lo
que se habló, como el levanta-
miento del cerco, no veo más se-
guridad”.

También abogó para que “se
instale alguna cámara que grabe y
registre todo”. Criticó, además,
que el retorno a clases no conside-
rara “una charla con apoderados y
alumnos, con psicólogos y asis-
tentes sociales, para que puedan
orientar también a los padres” y
confirmó que “muchas familias
prefirieron no enviar a sus hijos al
colegio”. Detalló que en el curso
de su hija, compuesto por 26
alumnos, asistieron solo siete.
“Hay madres que están preocupa-
das de que la balacera se vuelva a
repetir”, dijo.

Esperar a septiembre

Otra apoderada, que se identifi-
có como Leticia, relató que su pu-
pilo no estaba en el colegio el día de
la balacera y que “él y la mayoría
de sus compañeros de curso están
tranquilos y que quieren volver a
clases”. Detalló que en una reu-

nión con directivos del SLEP An-
dalién “dieron como plazo máxi-
mo septiembre para que se insta-
len rejas más altas. Esperamos que
cumplan”, expuso. “Por ahora, nos
da bastante seguridad que haya un
guardia y se restrinja un poco el ac-
ceso al colegio, por-
que este es un recinto
que es abierto a la co-
munidad y, por ende,
todo el mundo entra”,
recalcó. A modo de
ejemplo, valoró que
el guardia le haya so-
licitado el carné, “pe-
ro solo lo miró; hace falta que tenga
un registro de las personas que
pueden ingresar”.

Desde el SLEP Andalién explica-
ron que “no son guardias de segu-

ridad, porque en educación se lla-
man celadores” y aclararon que
fueron contratados como “asisten-
tes de la educación”.

La apoderada Leticia sostuvo
que “este es un buen colegio en
cuanto a enseñanza” y relató que

su hija mayor, que el
año pasado egresó, es-
tudia en la universi-
dad. “El colegio tiene
talleres y actividades
programáticas, pero
con lo sucedido mu-
chos apoderados van a
sacar a sus hijos y, de

hecho, ya ha habido familias que
cambiaron a los niños”, reveló.

El mayor de Carabineros Clau-
dio Jiménez, de la 6ª Comisaría de
San Pedro de la Paz, confirmó que

el establecimiento “continúa con
un servicio de punto fijo” deter-
minado por la Fiscalía de Concep-
ción, con vigencia de 15 días. Ex-
plicó que “no sabemos si esta me-
dida va a ser prorrogada, pero
mantendremos servicios preven-
tivos en el sector”.

Detienen a alumno con
un arma en otro liceo

Ayer, desde el Liceo Juan Gui-
llermo Las Heras de Concepción,
también en la Región de Biobío, se
difundió un comunicado en el que
se informó que “un estudiante de
3º Medio mantenía en su poder un
arma de fuego”. Hasta el recinto
llegó Carabineros, incautó el arma
y detuvo al alumno. 

El 29 de mayo, tres alumnos del colegio Nuevos Horizontes resultaron heridos:

A 11 días de balacera en Biobío, uno de
cada cuatro alumnos retornó a clases 

Apoderados valoran presencia de carabineros y de un vigilante contratado por el SLEP. Pero
reclaman por mayor control para el ingreso y más apoyo para enfrentar el día a día. 
F. GONZÁLEZ Y V. FUENTES

AUSENTISMO .—Desde el SLEP Andalién explicaron que las subvenciones que recibe el establecimiento no se verían afecta-
das porque se definió un plan de recuperación de clases. 
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PROTECCIÓN
El punto fijo policial que

ordenó la Fiscalía de
Concepción se extiende

hasta el 17 de junio.
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En el Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal de Iquique
empezó ayer el juicio en contra del exintendente de
Tarapacá Miguel Quezada, su jefa de gabinete y em-
presarios locales, por el presunto fraude al fisco en la
adquisición de cajas de alimentos durante la pandemia.

La acusación indica que mediante sobreprecios y
trato directo, se generó un perjuicio fiscal de $469
millones, cifra que podría haber sido utilizada para
proporcionar más de 11 mil cajas de alimentos. Las
defensas de los ocho acusados descartaron la existen-
cia de delitos en la adjudicación del servicio o la elec-
ción de las empresas y negaron sobreprecios. El juicio
duraría 40 jornadas.

EN TARAPACÁ, DURANTE LA PANDEMIA: 

Parte juicio por
presunto fraude en
compra de alimentos 

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

10/06/2025
    $610.958
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
       2,97%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 5


